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Resumen:La protección constitucional a la igualdad de oportunidades y de resultados en el ejercicio efectivo de losderechos de las mujeres nicaragüenses está expresamente garantizada; también han sido aprobados yratificados diversos convenios internacionales de derechos humanos, incluso dándoles rango constitucionala varios de ellos.La legislación nacional preexistente a la Constitución Política de 1987, promulgada durante el gobiernorevolucionario, contiene contradicciones y vacíos con relación a los postulados constitucionales y losinstrumentos internacionales; aunque no se pueden negar algunos avances, como las leyes que sancionan laviolencia intrafamiliar y sexual.Sin embargo, el acceso de las mujeres a la justicia está limitado por la inadecuada práctica judicial yadministrativa, que muchas veces no obedece a carencias legislativas; más bien se debe a los prejuicios delas personas que integran el sistema de administración de justicia y de la sociedad. Por lo general, se partedel principio de igualdad formal, desconociendo que el mero reconocimiento de la igualdad ante la ley noelimina las desigualdades ni, por tanto, la discriminación.Esta situación sólo podrá superarse si tanto el Estado como los particulares llevan a cabo transformacionesinstitucionales e individuales tendentes a lograr la protección basada en la igualdad de todas las personas, ya vencer los obstáculos que impiden dicha igualdad a las mujeres nicaragüenses.
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Abstract:Constitutional protection is specifically guaranteed to the equality of opportunities and results in theeffective exercise of the rights of Nicaraguan women; there have also been approved and ratified severalinternational agreements of human rights, even rising them to constitutional range.The national legislation prior to the Constitution of 1987 promulgated during revolutionary Government,contains contradictions and emptinesses in relation to constitutional postulates and internationalinstruments; although some advances cannot be denied, as laws that sanction intrafamiliar and sexualviolence.However, access of women to justice is limited, due to the inadequate judicial and administrative practice,which a lot of times it does not arise from legislative scarcities; rather it is due to the prejudices of peoplethat integrate the justice administration system and of the society in general. It is common to start fromformal equality, being ignorant of that the very recognition of the equality in front of the law does noteliminate inequalities, neither, therefore, discrimination.This situation only will be able to get solved if, so much the State like the individuals, accomplish personaland institutional transformations, that trend to achieve the protection based in the equality of everybody,and to overcome the obstacles that prevent the aforementioned equality to the Nicaraguan women.
Key words: Nicaragua Human Rights - Gender
N 
I. El principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo en las
Constituciones políticas de Nicaragua y en los instrumentos internacionales
suscritos por el Estado nicaragüenseicaragua tiene una población de 5 millones 142 mil 098 habitantes, de los cualesel 50.7% son mujeres y seis de cada diez personas tienen 19 años o menos. [2] Lamayoría de esta población se encuentra en condiciones de pobreza que limitan el uso ydisfrute pleno de sus derechos humanos y, en el caso de las mujeres, esta realidad seagrava por la falta de reconocimiento de las causas y los efectos de su situación dediscriminación.La ruptura del orden constitucional en 1979, ocasionada por el derrocamiento de ladictadura que sometió al país más de cuarenta años, dio origen al EstatutoFundamental y al Estatuto de Derechos y Garantías de los Nicaragüenses, que hicieronlas veces de Carta Magna hasta que fue promulgada la nueva Constitución Política, en1987. [3]El nuevo ordenamiento constitucional con su amplio catálogo de derechos entró encontradicción con muchas leyes secundarias, entre ellas las dirigidas a la protección delos derechos de las mujeres, en especial las que regulan las instituciones del Derechode Familia, basadas en una concepción civilista y contractual, con preeminencia delprincipio de la autonomía de la voluntad y procesos de jurisdicción rogada. Si lasnormas sustantivas entrañan en sí mismas una aplicación discriminatoria, ésta se veincrementada por los procedimientos judiciales engorrosos, que dificultan y hastaimpiden el ejercicio activo del derecho a una justicia ágil y oportuna.No se puede negar que hay avances legislativos desde la promulgación de laConstitución Política de 1987; sin embargo, el acceso de las mujeres nicaragüenses a lajusticia está limitado por los vacíos o carencias de las normas jurídicas con relación alos derechos establecidos en la misma Constitución. Además, y es lo que se pretendereflexionar en el presente artículo, en tal limitación influye notablemente la inadecuadaaplicación de las leyes, aún las vigentes antes de 1987, debido a los prejuicios de laspersonas que integran el sistema de administración de justicia y de la sociedad.
Es importante resaltar que, por lo general, la atención estatal a las necesidades de lasmujeres sólo toma en cuenta su rol de madres de familia, esposas o compañeras, o enla última década, como víctimas de la violencia intrafamiliar y sexual. Y aún así, desdeesta óptica reducida de sus derechos, se puede afirmar que hay normas jurídicas cuyacorrecta aplicación lograría una mínima protección, con las limitaciones antesseñaladas. Hagamos un breve repaso a partir de los postulados constitucionales.Las constituciones políticas de Nicaragua han consagrado el principio de igualdad,aunque sólo desde 1939 se utiliza el término igualdad ante la ley. En todos los textosconstitucionales se postula la igualdad, o se prohíben las clases privilegiadas o losprivilegios personales por motivos de nacimiento, raza, condición social u otros que nosean la capacidad o la virtud. Aunque el de 1939 expresa una evidente discriminaciónal considerar la igualdad ante la ley de la mujer sujeta a "(...) las diferencias queresultan de su naturaleza y del bien de la familia".La misma Constitución de 1939, así como las de 1948, 1950 y 1974, establece laprotección a la familia por parte del Estado. Sin embargo, de nuevo la de 1939fundamenta la organización de la familia "(...) sobre la base jurídica del matrimonio", ymantiene la concepción discriminatoria tradicional al utilizar los términos "ilegítimos"y "legítimos" para referirse a los hijos nacidos dentro o fuera de aquél. Además, no losiguala en derechos al señalar solamente que "() la ley procurará (...) los mismoselementos (...) para su desarrollo corporal, espiritual y social". Ya en 1948 y en lasposteriores constituciones se establece para los padres los mismos deberes conrelación a todos sus hijos, sin hacer distinción entre ellos.Los deberes y derechos de los padres respecto a sus hijos se establecen en lasConstituciones de 1939, 1948, 1950 y 1974. Todas señalan la educación como elprimer "(...) deber y derecho natural..." o la "(...) obligación primordial (...)" de lospadres hacia sus hijos, y "(...) el derecho de impetrar el auxilio del Estado para laeducación de la prole (...)", en caso que carezcan de recursos económicos. Asimismo,contemplan el otorgamiento de subsidios especiales para las familias de prolenumerosa y establecen la inalienabilidad, inembargabilidad del patrimonio familiar ysu exención de toda carga pública.Igualmente, desde 1939 se garantiza la protección y la defensa del Estado a lamaternidad, así como la asistencia médica a la mujer embarazada, asegurándole su
salario y período de reposo pre y postnatales. Aunque sólo en la Constitución vigentede 1987 se elevó a nivel constitucional la actual prohibición de despedir a mujeresembarazadas o en período postnatal, o negarles empleo por razones de embarazo.Con relación al salario, es en la Constitución de 1893 donde se encuentran los primerosantecedentes al establecer que "(...) no podrá exigirse ningún servicio personal sin ladebida retribución". A partir de 1911 se reconoce que todo servicio debe serremunerado con equidad, siendo hasta 1950 que incluye, además, la garantía de "(...)salario o sueldo igual para trabajo igual en idénticas condiciones de eficiencia"; y en1987 se contempla entre las condiciones de trabajo "() salario igual por trabajo igualen idénticas condiciones " y "() sin discriminaciones por razones () de sexo".Sobre la prohibición a la discriminación, en la misma Constitución de 1987 seestablece por primera vez la no discriminación por razón de sexo, entre otros motivos.Otra innovación jurídica que favorece los derechos de las mujeres en la actualConstitución nicaragüense es el cambio sustancial que se imprime al concepto dematrimonio, al concebirlo como un "(...) acuerdo voluntario del hombre y la mujer",que puede "() disolverse por mutuo consentimiento o por la voluntad de una de laspartes"; e incluyendo este mismo concepto para la unión de hecho estable, protegida anivel constitucional en iguales términos que el matrimonio.Si de innovaciones se trata, la Constitución de 1987 contiene en su ya señalado Artículo48 la mayor de todas: establecer la igualdad absoluta entre el hombre y la mujer. [4]El mismo artículo señala la obligación del Estado de "() eliminar los obstáculos queimpidan de hecho la igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva en lavida política, económica y social del país".Éste es el mismo principio de igualdad contenido en la Convención sobre laEliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) [5] ,ratificada por Nicaragua, por la cual los Estados Partes condenan la discriminacióncontra la mujer en todas sus formas, y convienen en adoptar políticas encaminadas aasegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio.Otro importante compromiso internacional adquirido por Nicaragua es la aprobación yla ratificación de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra la mujer, conocida como Convención de Belem do Pará [6] , por la cualdebe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada ensu género, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto enel ámbito público como en el privado; y que establece el pleno y libre ejercicio susderechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, reconociendo los EstadosPartes que la violencia en su contra (de las mujeres) impide y anula ese ejercicio.La anterior revisión de los antecedentes constitucionales y de los dos principalesinstrumentos internacionales que protegen los derechos de las mujeres permiteafirmar que desde hace varias décadas existe en Nicaragua la base fundamental paraaprobar leyes secundarias que garanticen esos derechos. Incluso hay opiniones queabogan por la aplicabilidad directa de las disposiciones constitucionales, debido a quela Constitución no hace distinción expresa para los derechos cuya violación estéprotegida por el Recurso de Amparo; de tal manera que éste podría interponerse paratodos los derechos reconocidos en ella, "() aunque la escueta redacción constitucionalde algunos derechos y la complejidad intrínseca del ejercicio de los mismos no siemprefacilitarán la aplicabilidad directa de la norma fundamental". [7]También respecto a los instrumentos internacionales ratificados por Nicaragua sediscute esta aplicabilidad directa. El Artículo 46 de la Constitución de 1987 establece"() la plena vigencia de los derechos consignados en la Declaración Universal de losDerechos Humanos; en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre;en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en el PactoInternacional de Derechos Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidasy en la Organización de Estados Americanos".De esta redacción se podría inferir que las disposiciones de los tratados citados formanparte de la legislación nacional, puesto que se da un mandato que inscribe el sistemanicaragüense de protección dentro del orden jurídico internacional. Sin embargo, estosconvenios no son utilizados en la práctica por las personas que administran justicia.El incumplimiento de las normativas internacionales se produce porque los gobiernosobligados a cumplirlas no reconocen que los tratados de Derechos Humanos poseenparticularidades que los distinguen de los tradicionales. En éstos, sean multilaterales obilaterales, los Estados partes persiguen un intercambio recíproco de beneficios yventajas y buscan mantener una correlación entre los derechos y los deberes que
asumirán, procurando que exista un cierto equilibrio entre las partes contratantes.En las convenciones relativas a los Derechos Humanos no puede considerarse que suobjeto y fin sea equilibrar recíprocamente intereses entre los Estados. Por el contrario,persiguen el establecimiento de un orden público común a las partes que no tiene pordestinatario a los Estados, sino a los individuos.La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que "() los tratadosconcernientes a esta materia están orientados, más que a establecer un equilibrio deintereses entre Estados, a garantizar el goce de derechos y libertades del ser humano[8] ", enfatizando que dichos instrumentos "...no son tratados multilaterales del tipotradicional concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, para elbeneficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la protección de los
derechos fundamentales de los seres humanos independientemente de su nacionalidad,
tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados contratantes. Al aprobarestos tratados sobre derechos humanos, los Estados se someten a un orden legaldentro del cual ellos, por el bien común, asumen varias obligaciones, no en relación conotros Estados, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción [9] .El principio de supremacía constitucional debería hacer evidente que no es el mismoefecto interno e internacional producido por la ratificación de un tratado internacionalgeneral que el de un tratado de protección de Derechos Humanos, a los que losconstituyentes se han preocupado por darle ese especial tratamiento.Es precisamente esta naturaleza particular la que justifica la forma privativa quediversas Constituciones le otorgan a los derechos internacionalmente protegidos portratados, entre las que se encuentra la de 1987 que, como se dejó plasmado, consagraen su Artículo 46 la tutela efectiva de los derechos inherentes a la persona humana yde la vigencia de los instrumentos internacionales que reconocen esos derechos.Resulta sorprendente que, a pesar de los argumentos anteriores, la Corte Suprema deJusticia de Nicaragua, en sentencia del 20 de diciembre de 1993, dictó una resoluciónque hace referencia a la ubicación de los tratados internacionales en el sistema defuentes formales del Derecho en el ordenamiento jurídico nicaragüense, que diceliteralmente:
"(...) 2) Otras de las afirmaciones es que La Ley Electoral, la Ley de Emergencia y la Leyde Amparo. Esta última Ley en su artículo cinco, parte inicial, expresamente señala: LosTribunales de Justicia observarán siempre el principio de que la Constitución Políticaprevalece sobre cualquier Ley o Tratado Internacional."Esta sentencia aborda la jerarquía de los instrumentos internacionales del Artículo 46,marcando un claro retroceso al degradar las declaraciones, pactos y convencionesinternacionales sobre derechos humanos contemplados en el mismo artículo. [10]Además, si existe coincidencia como la hay- entre los derechos consagrados en laConstitución y los contemplados por los instrumentos mencionados en el Artículo 46,desaparece todo debate sobre su jerarquía constitucional, pues ante el reconocimientoconstitucional de los derechos inherentes a la persona humana y del irrestrictorespeto, promoción y protección de los Derechos Humanos, no tiene importancia lajerarquía de los instrumentos internacionales si tales derechos son inherentes a lapersona, estén o no reconocidos por la Constitución o sean o no leyes constitucionales.Es importante recordar el siguiente criterio de la Corte Interamericana de DerechosHumanos:"Como dijo la Corte Internacional de Justicia, un instrumento internacional debe serinterpretado y aplicado en el cuadro del conjunto del sistema jurídico en vigor en elmomento en que la interpretación tiene lugar" (...) "Por eso la Corte [Interamericanade Derechos Humanos] considera necesario precisar que no es a la luz de lo que en1948 se estimó que era el valor y la significación de la Declaración Americana como lacuestión del status jurídico debe ser analizada, sino que es preciso determinarlo en elmomento actual, ante lo que hoy es el sistema interamericano, habida consideraciónde la evolución experimentada desde la adopción de la Declaración". [11]
II. La falsa premisa de la neutralidad de la Ley. Dos supuestos ejemplares
ocurridos en Nicaragua: la Ley relativa a la violencia intrafamiliar y sexual y la
Ley de penalización del aborto terapéuticoLa anterior argumentación debería dar el sustento jurídico para la aplicación de losinstrumentos internacionales a la luz de las concepciones modernas de los DerechosHumanos en general y de las mujeres en particular, así como para el desarrollo formal
normativo de las leyes que deben proteger esos derechos.Sin embargo, en términos generales ni la misma letra de la ley interna recoge elespíritu o el contenido de la propia Constitución y de las convenciones internacionalesya señaladas, y otras muchas que han sido igualmente aprobadas y ratificadas, en lorelativo a los derechos de las mujeres. Y cuando lo hace casi siempre se circunscribe ala regulación de sus funciones reproductivas, no al aporte de su función productiva. Oimpera, como es común en las legislaciones, la concepción de los derechos de lasmujeres consideradas como uno de los llamados sectores vulnerables, sin dar untratamiento diferenciado en razón de la situación especial en que se encuentran.Se parte de la premisa que las leyes son neutras, obviando que las leyes neutrasproducen efectos discriminatorios cuando son aplicadas en sociedades no neutras ypor sistemas de justicia no neutros.Hay que reconocer que la igualdad en la ley que plantean las Constituciones actualesda un paso más, al impedir que el legislador pueda configurar los supuestos dederecho de la norma dando trato distinto a personas que se encuentran en la mismasituaciónPor otra parte, la igualdad en la aplicación de la ley obliga a que sea aplicadaefectivamente de un modo igual a todas las personas que se encuentran en esa mismasituación, sin que el aplicador pueda establecer diferencia alguna en razón de laspersonas o de circunstancias que no sean precisamente las presentes en la norma.Como un refuerzo al principio de igualdad y para conceder una protección másenérgica frente a las desigualdades, por lo general las Constituciones contienen, comoes el caso del Artículo 27 de la de 1987, una expresa prohibición de la discriminaciónpor los motivos allí apuntados, introduciendo en el sistema jurídico una presunción dedesigualdad; de modo que cuando en una ley, o en la aplicación ejecutiva o judicial deella, o incluso en las relaciones privadas, se diferencie a las personas en base a algunode los criterios señalados, se presumirá vulnerado el principio de igualdad, ycorresponderá a quien estableció la diferencia la alegación y prueba de la justificacióny racionalidad de la diferencia establecida y cómo ésta es ajena a todo propósitodiscriminatorio.
Por último, no vulnera el principio de igualdad, sino que precisamente tiende a suconsecución efectiva, el establecimiento o la aplicación de medidas de acción positiva o
acción afirmativa, de modo que, ante una situación real de desigualdad, el principioconstitucional exige precisamente una acción tendiente a corregirla, que puede llevarconsigo el establecimiento de mecanismos temporales para enfrentar las desventajas omenores posibilidades de quienes se encuentren en la situación desigual.El principio de igualdad, así reconocido, diferencia la igualdad formal, por la que debetratarse por igual a todas las personas, y la igualdad material o real, que parte de lacondición real de las personas siendo necesario un trato desigual para lograr unresultado igual.La construcción de este principio de igualdad material se basa en la concepción delDerecho:·    como un sistema de normas destinadas a los miembros de una sociedad;·    que son creadas, aplicadas y tuteladas por determinadas instituciones;·    y que abarcan también las leyes no escritas compuestas por costumbres, actitudesy comportamiento de las personas respecto de la ley.Según esta base de análisis, el sistema jurídico está formado por tres componentes: el1) formal-normativo, que comprende las normas escritas; el 2) estructural, que serefiere a los procedimientos para la aplicación de las leyes y las instituciones creadaspara interpretarlas; y el 3) político-cultural, que abarca tanto los usos y las costumbrescomo el conocimiento que la población tiene de las leyes.El componente formal es la ley formalmente promulgada, las normas escritasconocidas a través de los tratados o convenios internacionales, la Constitución Política,las leyes, decretos, reglamentos, convenciones colectivas, etc., es decir, el conjunto denormas jurídicas dictadas por órganos especializados del Estado.El componente estructural de la ley es el contenido que se le da a la norma a través dela comprensión y aplicación que los legisladores, los responsables de la administraciónde justicia, el personal de las oficinas administrativas, le dan a las leyes y principiosnormativos, al crearlas, seleccionarlas, combinarlas, aplicarlas e interpretarlas.
El componente político-cultural es el contenido y significado que la gente le da a leypor medio de las costumbres, actitudes, tradiciones y conocimiento, así como el usoque haga de las leyes existentes, sean estas escritas o no, derogadas o no, pues existenen la colectividad o se van creando normas y en algunos casos son más efectivas quelas que se encuentran escritas.Si se vuelve a lo antes escrito, es obvio que las Constituciones, las leyes, lasconvenciones internacionales son elaboradas e interpretadas sin realizar este análisisde los tres componentes citados: se parte por lo general del principio de igualdadformal, desconociendo que el mero reconocimiento de la igualdad ante la ley noelimina las desigualdades ni, por tanto, la discriminación.Al interpretar que las leyes escritas son suficientes para garantizar la igualdad, seignora que las mismas son aplicadas por determinadas personas, pertenecientes a lasinstituciones que están dirigidas por personas, y dentro de una organización socialcompuesta también por personas, todas las cuales tienen sus propias creencias,prejuicios y valores que influyen su actitud respecto a la aplicación de una ley en uncaso concreto.Se hace evidente que la igualdad formalmente reconocida en un inicio va siendoalterada por la comprensión y el significado que las personas, hombres y mujeres, dana determinada idea sobre la aplicación de esa igualdad en la práctica.Es por eso que el análisis del fenómeno jurídico a partir de la interrelación de los trescomponentes referidos es el que conviene realizar previo a cualquier elaboración oaplicación de las normas formales.¿De qué otra manera, que no sea ignorando este concepto tridimensional del Derecho,se pueden explicar las siguientes situaciones ocurridas en Nicaragua?La primera se refiere a una evaluación sobre la aplicación de un protocolo de actuación[12] en los casos de violencia intrafamiliar y sexual, la cual demostró la casi nulaaplicación de la Ley Nº 230 [13] relativa a la violencia intrafamiliar y sexual. Demanera expresa sólo se ha hecho alusión a ella (la Ley 230) en una sentencia de las1077 analizadas, y en 8 de ellas se aplican las medidas de seguridad que la ley
establece. [14] En general hay un desconocimiento del Protocolo por parte de losactores del sistema, pese a la difusión del mismo a través de los cursos de formaciónimpartidos a todos los operadores jurídicos-policiales. Muchos de ellos decíanconocerlo, pero no aplicarlo. [15]Esto ocurre a pesar de las relaciones de coordinación establecidas por los centrosalternativos de atención a las mujeres y a la niñez con las instituciones públicasadministradoras de justicia. Entonces, la ineficacia de esta Ley no se puede atribuirsolamente a vacíos o contradicciones en su letra misma, sino también a la falta devoluntad política de esas instancias para aplicarla en su espíritu y su contenido.La segunda situación trata de la reciente aprobación de la Ley de Derogación alArtículo 165 del Código Penal vigente (en sesión ordinaria de la Asamblea Nacional deldía 26 de octubre de 2006), mediante la cual se suprimió de este cuerpo legal la figuradel aborto terapéutico. Esta Ley fue aprobada respondiendo a la introducción de unproyecto de ley presentado por los jerarcas católicos y evangélicos (el día 6 de octubrede 2006), el cual fue respaldado por otro proyecto de ley enviado por el Presidente dela República, dándole trámite de urgencia, que endurecía las penas aún más que el delas iglesias.La Asamblea Nacional ignoró los pronunciamientos de las organizaciones defensorasde los Derechos Humanos, de las asociaciones de médicos y trabajadores de la salud, elamplio rechazo internacional y las protestas en las calles de los movimientos demujeres feministas, quienes consideran que "() eliminar el aborto terapéuticoconstituye una expresión más de violencia extrema contra las mujeres, ejercida por elEstado de Nicaragua, que retrocede 130 años de reconocimiento de los derechoshumanos y que contradice acuerdos, compromisos, convenciones y programassuscritos internacionalmente." [16]En un contexto electoral caracterizado por la emergencia de dos nuevas tendenciaspartidarias distintas a las otras dos que controlan las instituciones del Estado, esteatentado a los derechos de las mujeres sólo puede interpretarse como unamanipulación electorera de quienes prefieren congraciarse con la jerarquía religiosa ycon quien sea, para mantener sus cuotas de poder. [17]¿Qué más decir sobre la validez del análisis del fenómeno jurídico basado en los tres
componentes ya referidos, ante esta barbaridad jurídica? Las normas constitucionales,los convenios internacionales que protegen los derechos humanos de las mujeres, elCódigo Penal, todos los derechos adquiridos fueron desconocidos por los legisladores ylas legisladoras, sin tenerlos como punto de partida para la producción legislativa. Esun ejemplo extremo de cómo los mitos y los prejuicios sociales, así como los interesespolíticos personales y partidarios, generan mayor vulnerabilidad de las mujeres en elejercicio efectivo de sus derechos. En resumen, las personas que promovieron yaprobaron esta Ley no aceptan el valor social y jurídico del concepto moderno delDerecho, y disfrazan su decisión como una solución a la contradicción entre diferentesbienes jurídicos protegidos.Premisa básica de esta última afirmación es dar su justo lugar al Derecho y a la funciónque cumple, pues si no hay conciencia de que un cambio en la legislación, en elcomponente formal, no constituye la solución completa a ninguna problemática, loscomponentes estructural y político-cultural por sí mismos pueden anular la eficacia decualquier iniciativa jurídica. En este caso de la eliminación del aborto terapéutico, quedesaparezca de la ley penal no hará que suceda igual en la realidad social ni en lapráctica individual.Esta dicotomía ley versus realidad se agrava sabiendo que la coexistencia de normasanteriores a la Constitución y la contravención a disposiciones contenidas en losconvenios internacionales genera un problema sobre la vigencia o no vigencia de lanorma jurídica que contradice o altera dichos instrumentos, sin que en el ámbitojudicial o forense se haga uso de los recursos que la misma Constitución establece,como son el de Amparo y el de Inconstitucionalidad, para subsanar la violaciónconstitucional.Hay que enfatizar una vez más en las particulares características de los DerechosHumanos, cuya universalidad e indivisibilidad impide establecer una jerarquía quesitúe a un grupo de derechos por encima de otro. Todos tienen la misma importancia y,por tanto, su reconocimiento y aplicación no puede estar supeditada a condiciónalguna. Aunque en este orden de ideas, es necesario recordar el casi inexistenteejercicio efectivo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales en general y de lasmujeres en especial.Si bien este artículo no ha hecho referencia a este tipo de derechos, no se puede dejar
de mencionar que "() respecto a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, elacceso a la justicia está vulnerado por partida doble porque la posibilidad de acceder ala justicia es mucho más limitada debido a que su reconocimiento no existe." [18]La situación de desigualdad real en que se encuentran las mujeres se ha vistoperpetuada, por un lado, por la dificultad para poder ejercer esos derechosconsagrados legalmente; y, por el otro, porque muchas de sus necesidades no han sidotraducidas en términos de derechos.La universalidad de los Derechos Humanos de las mujeres, así como de todos los sereshumanos, gravita también sobre los destinatarios de los deberes implicados en suefectiva aplicación, generando tanto deberes negativos como deberes positivos. Estosignifica que, tanto el Estado como las personas individuales, deben llevar a caboacciones positivas para la realización y protección efectiva de esos derechos.Este tipo de medidas deben incorporarse al sistema jurídico y de administración dejusticia en proceso de cambio; su aprobación y práctica serían muestras fehacientes delreconocimiento estatal a las convenciones internacionales modernas sobre DerechosHumanos, y de la voluntad política de lograr una verdadera reforma y modernizacióndel Estado basada en la igualdad para todas las personas, y para superar los obstáculosque impiden dicha igualdad a las mujeres nicaragüenses. 
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